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CENTRO ARGENTINO DE ESTUDIOS
EN LO PENAL TRIBUTARIO
Jurisprudencia de interés
Abril 2023
· Tribunal Oral en lo Penal Económico N° 3- “Perea, Josefina y otro s/ Infracción Ley 24.769”, 5/9/2022.
Tema: SUSPENSIÓN DEL JUICIO A PRUEBA – ART. 76 CP – APROPIACIÓN INDEBIDA DE RSS – OFRECE SUMAS DE DINERO – OPOSICIÓN AFIP – CONDICIONES DE ADMISIBILIDAD – RAZONABILIDAD DE LOS OFRECIMIENTOS – NO REQUIERE QUE SEA EQUIPARABLE AL PERJUICIO FISCAL – HACE LUGAR A LA SOLICITUD
Holding: Entrando al análisis de los ofrecimientos económicos, fueron considerados razonables en función de las condiciones económicas  y familiares de los involucrados. Respecto de la oposición efectuada por AFIP, dejó sentado que dicha postura no resulta óbice para la concesión del instituto, agregando que el art. 76 bajo estudio no requiere que la reparación ofrecida sea equiparable al perjuicio fiscal, por el contrario, establece que “el imputado deberá ofrecer hacerse cargo de la reparación del daño en la medida de lo posible”, lo que se encuentra acreditado en el caso.
Síntesis: El Tribunal resolvió hacer lugar a la suspensión del juicio a prueba solicitada, por el término de un año. Cabe destacar que el recurso extraordinario interpuesto por la querella de AFIP fue declarado inadmisible.
Llegan los actuados al Tribunal a los fines de resolver la solicitud de suspensión de juicio a prueba en los términos del art. 76 bis del Código Penal, formulada por los involucrados en virtud de los hechos vinculados con la omisión de depósito, dentro del plazo legalmente establecido, de los importes correspondientes a los aportes con destino al Sistema Único de la Seguridad Social retenidos a los empleados de la firma ECOAVE S.A.

La Defensa indicó que, a efectos de reparar el perjuicio sufrido, se llegó a un acuerdo con Obra Social del Personal de la Industria de la Alimentación (OSPIA) ofreciendo pagar una suma de dinero en tres pagos iguales y consecutivos, aportando una constancia de cancelación de dicho acuerdo de pago. Ofrecieron además, como reparación del daño por la deuda de aportes previsionales, una suma de dinero a cancelar en cuatro cuotas mensuales y consecutivas a favor de un Hospital, dejando a criterio del Tribunal las tareas comunitarias a desarrollar por sus asistidos.

En su oportunidad, el representante de AFIP se opuso a la aplicación del instituto de suspensión de juicio a prueba por entender que el monto ofrecido no se equipara al perjuicio fiscal de autos. Agregó que la firma habría reiterado dicha maniobra en otros períodos y que, habiendo tenido la posibilidad de incorporar la deuda al Régimen de Regularización Ley 27.541 tal como lo hizo respecto de otras causas, no lo hizo en la presente.

Así el Tribunal procedió a analizar si se dan las condiciones legales de admisibilidad para la concesión de lo solicitado, haciendo hincapié en que la limitación para los casos previstos por las leyes 24.769 y 22.415 debe tomarse sólo para casos de gravedad y evaluarse en cada caso en particular, por lo que entendió que se podía considerar razonable en el proceso la procedencia de la solicitud efectuada como alternativa de solución del conflicto en cuestión.
· Cámara Federal de Casación Penal, Sala I, “Patagonia Fly S.A. y otro s/ Recurso de casación”, 6/9/2022.
Tema: REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO – ART. 59 INC. 6° CP – ESPECIALIDAD DEL DERECHO PENAL TRIBUTARIO – NORMA ESPECÍFICA PARA EXTINGUIR LA ACCIÓN PENAL – ART. 34 CPPF – NECESIDAD DE CONFORMIDAD DEL MPF – ARBITRARIEDAD DE SENTENCIA RECURRIDA – HACE LUGAR AL RECURSO – ANULA SENTENCIA.
Holding: Frente a la regulación concreta de la ley especial de los requisitos, oportunidad y efectos de la aceptación y  cancelación total de las obligaciones evadidas, la decisión del magistrado de apartarse de dicha norma y hacer aplicación de la norma general estatuida en el Código Penal, en cuanto dispone en su art. 59 inciso 6º  la extinción de la acción penal por conciliación o reparación integral del perjuicio, en menoscabo del principio de especialidad, se encuentra desprovista de cualquier tipo de argumentación que la justifique, lo que la tacha de arbitrariedad y la descalifica como acto jurisdiccional válido.
Síntesis: La Cámara resuelve hacer lugar al recurso de casación interpuesto por el Sr. Fiscal y anular la resolución impugnada.
Se interpuso recurso de casación contra la sentencia del Tribunal que había declarado extinguida la acción penal por reparación integral del perjuicio (art. 59 inc. 6° del Código Penal). Los hechos de la causa se circunscriben al depósito tardío de impuestos retenidos (art. 6 de la Ley 24.769 vigente al momento de efectuar la denuncia), habiendo reparado el perjuicio mediante el depósito de las sumas adeudadas con los intereses correspondientes. 

Al momento de resolver, la Cámara tomó en cuenta que respecto de las previsiones del 4 del Código Penal no quedan dudas de que el derecho penal tributario constituye un derecho penal especial. Así, el Régimen Penal Tributario, como materia especial aplicable al caso, en comparación con el art. 59 inc. 6° del Código Penal tiene una norma específica que prevé mecanismos determinados para extinguir la acción penal por pago y ello se encuentra regulado en la ley vigente al momento de los hechos, así como también en el nuevo régimen establecido por la Ley 27.430.

Efectuando un análisis de los argumentos esgrimidos por el a quo, la Alzada concluyó que no se incorporaron nuevos elementos, distintos a aquellos esgrimidos en la resolución que fuera oportunamente anulada. En efecto el Tribunal volvió a analizar el caso a la luz del art. 59 inc. 6 omitiendo considerar los lineamientos dados por esa Sala según los cuales la causa debía analizarse dentro de la órbita del Régimen Penal Tributario.

Agregó además que el proceder de la instancia anterior no toma en cuenta el escenario que plantea el art. 34 CPPF, mediante el cual se transfirió exclusivamente al Ministerio Público Fiscal la promoción y disposición de la acción penal, omitiendo tomar en cuenta la participación y conformidad que debe prestar el representante de dicho Ministerio, quien opinó fundadamente que no correspondía la aplicación del instituto de la extinción de la acción penal.
· Tribunal Oral en lo Penal Económico N° 1, “Lorenzo, Nestor Osvaldo s/ Infracción Ley 24.769”, 14/9/2022.
Tema: EXTINCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL – REPARACIÓN INTEGRAL – ART. 59 INC. 6 CÓDIGO PENAL – EVASIÓN AGRAVADA – FALTA DE CONFORMIDAD – REPOSICIÓN AL ESTADO ANTERIOR – INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS – OFRECIMIENTO INSUFICIENTE – RECHAZA SOLICITUD.
Holding: El Tribunal, analizó el artículo en cuestión concluyendo en primer lugar que la reparación integral del perjuicio es aplicable también a los delitos tributarios, independientemente de su régimen especial. 

No obstante consideró que no resultaba aplicable el instituto al caso atento que la reparación en cuestión no se nutre de una reparación en la medida de lo posible como lo hace el art. 76 bis 3er del mismo texto legal, sino que debe ser integral, abarcando todos los rubros derivados del perjuicio.
Síntesis: El Tribunal resolvió no hacer lugar a la extinción de la acción penal que fuera requerida. 
Se analiza en el caso el planteo de extinción de la acción penal (art. 59 incs. 5 y 6 del Código Penal) efectuado por la Defensa del involucrado, al cual se le imputa como el verdadero obligado al pago de los impuestos debidos por la firma “Droguería San Javier S.A.” haber evadido el pago del impuesto a las ganancias a través de la presentación extemporánea de la declaración jurada y exteriorización de una registración contable que consignó gastos relativos a operaciones inexistentes con el proveedor “Metal Master S.A.”, conductas previstas en el art. 2 inc. a) de la Ley 24.769. En dicho planteo la defensa expresó que los problemas técnicos y/o procedimentales de su asistido para incorporarse al plan de facilidades vigente no deberían ser un impedimento para el arribo de una solución alternativa al conflicto planteado.

En su oportunidad la querella se expidió por la negativa, por considerar que tratándose de un delito tributario, sólo resultaría aplicable la figura extintiva específica establecida en el art. 16 del régimen penal tributario, resultando improcedente el instituto previsto por el art. 59 inc. 6° del Código Penal.
El Tribunal, analizó el artículo en cuestión concluyendo en primer lugar que la reparación integral del perjuicio es aplicable también a los delitos tributarios, independientemente de su régimen especial. 

No obstante consideró que no resultaba aplicable el instituto al caso atento que la reparación en cuestión no se nutre de una reparación en la medida de lo posible como lo hace el art. 76 bis 3er del mismo texto legal, sino que debe ser integral, abarcando todos los rubros derivados del perjuicio. Se evidenció entonces que no existía acuerdo entre la querella y el imputado sobre el monto de la reparación por lo que el ofrecimiento unilateral efectuado no satisface el requisito legal. Agregó en este sentido que de no mediar conformidad, no se advierte de qué modo podría verificarse la concreción de la referida reparación, pues si el damnificado rechaza la misma, el perjuicio continuará en las mismas condiciones –no reparado- y no se tratará ya de una reparación sino de una oferta de reparación, las cuales no resultan equiparables.

Además consideró que, para reparar de manera “integral” los perjuicios generados por un delito tributario, debe procurarse por un lado la reposición al estado anterior a la comisión del presunto hecho delictivo lo que se logra con el pago del capital e intereses del impuesto dejado de ingresar y adicionalmente, debe incluirse la indemnización por los daños que se hayan causado y el pago de las costas del proceso. Así resulta claro, en el caso, que el ofrecimiento de abonar el monto del capital más el 10% de los intereses de ningún modo puede considerarse suficiente para reparar integralmente todos los perjuicios que habría provocado la conducta que se le atribuye al imputado.

· Cámara Federal de Casación Penal – Sala III, “FERNANDEZ VILA, EZEQUIEL Y OTROS S/ RECURSO DE CASACIÓN”, 14/9/2022. 
Tema: CONFIRMA SOBRESEIMIENTO – EVASIÓN – FALTA DE ARDID REQUERIDO – AJUSTES PRACTICADOS SOBRE LA BASE DE DECLARACIONES JURADAS PRESENTADAS CON ANTERIORIDAD.
Holding: No logra refutarse de una manera suficiente la hipótesis de la querella referente a que la liquidación tributaria practicada por la contribuyente haya constituido un ardid idóneo, ejecutado mediante la aplicación de una alícuota diferente a la normativamente establecida.
Síntesis: La Cámara resolvió por mayoría rechazar el recurso de casación interpuesto por la querella, como así también no hacer lugar al Recurso Extraordinario Federal.
Se imputó a los acusados ser autores del delito de evasión del impuesto al tabaco. A tales efectos, el ajuste se encontraría vinculado a cuestiones de interpretación normativa en los términos del artículo 15 de la ley 24.674. El Juzgado Federal en lo Criminal y Correccional Federal De La Plata N.º 1, al momento de resolver, consideró que los autores no podían ser calificados de acuerdo al art. 1° del Régimen Penal Tributario, en términos de una “ocultación maliciosa”, por cuanto no pueden catalogarse de maliciosas a las declaraciones juradas presentadas cuando la legitimidad de la norma ya se encontraba en discusión ante el fuero contencioso administrativo y, tiempo después, resultó suspendida su aplicación mediante el dictado de medidas cautelares, lo que fuera más tarde confirmado a instancia de la Cámara Federal de La Plata.

En su oportunidad, la querella se agravió alegando la errónea aplicación de la ley sustantiva, al entender que la conducta denunciada no encuadra en una figura legal. Sostuvo así que el a quo efectuó una incorrecta aplicación de la norma y constituye por tanto una sentencia arbitraria al carecer de fundamentación. Discrepó con el hecho de que la selección de una alícuota diferente a la normativamente establecida deba reputarse como una conducta atípica, por el mero hecho de la discusión concurrente dada en sede administrativa o jurisdiccional, más aún cuando uno de los argumentos en el que se sustenta es la interposición de medidas cautelares ante el inicio de los reclamos del organismo, y que las mismas se interpusieron una vez alertada la situación por parte del organismo, y no al momento en que se decidió por una alícuota menor a la correspondiente. 

Por otra parte, la querella señaló que el a quo, tuvo en cuenta que el ente recaudador para realizar los informes, se basó en las declaraciones juradas presentadas en tiempo y forma por el contribuyente, que fueron tomadas como sustento para la determinación de la diferencia del impuesto al tabaco a ingresar, por cuanto al no haber sido impugnadas por el fisco y haber servido de base cierta para la determinación de la diferencia del impuesto, no podrían ser consideradas ardidosas. Así, indicó que esa situación no evidencia la ausencia del elemento típico de ardid, toda vez que la presentación de las declaraciones en tiempo y forma, nada dice acerca de la veracidad de sus conclusiones. Concretamente señaló que a través de declaraciones juradas engañosas se ocultó la real situación contributiva, lo que implica la intencionalidad y el dolo necesarios para la configuración del delito investigado. 

A su turno, la Cámara Federal de Casación Penal -voto de mayoría- apreció que la querella no logró refutar los argumentos mediante los que la Cámara a quo confirmó el sobreseimiento de los imputados. En definitiva, del examen del pronunciamiento impugnado no se visualiza fisura lógica alguna, ni vicios o defectos en sus fundamentos. Se dijo por tanto que la argumentación del recurrente solo constituyó una mera discrepancia con el criterio adoptado.

Por el contrario, el voto de minoría (vgr. Dr. Borinsky), consideró que no puede descartarse que las declaraciones juradas resulten engañosas al no reflejar la real situación contributiva del contribuyente, en tanto los ajustes practicados hayan sido calculados sobre la base de las presentaciones de las declaraciones juradas, esto no permitiría desechar per se que hubiera mediado una maniobra ardidosa, toda vez que la liquidación del tributo, mediante la alícuota adecuada, integra la determinación que cada obligado debe realizar para cuantificar la suma a ingresar al fisco. En ese sentido, se dijo que los tribunales previos no refutaron de una manera suficiente la hipótesis de la querella referente a que la liquidación tributaria practicada por la contribuyente haya constituido un ardid idóneo, ejecutado mediante la aplicación de una alícuota diferente a la normativamente establecida. Así concluye que no se ha logrado despejar la duda inherente a la inexistencia de un actuar engañoso por parte de la contribuyente, por lo que el pronunciamiento dictado a su respecto no responde a la naturaleza ni a la certeza negativa que exige un sobreseimiento.    
· Cámara Federal de Casación Penal – Sala II, “Rendón, Luís Cristian s/ recurso de casación”, 13/10/2022. 
Tema: SE RECHAZA PLANTEO DE EXTINCIÓN DE LA ACCIÓN -  REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO – ART. 59 INC. 6 – INAPLICABILIDAD DE AMNISTÍAS FISCALES FRENTE AL DELITO DE ASOCIACIÓN ILÍCITA FISCAL -  ART. 15 INC. C) LEY 24.769 - NO SE VINCULA CON OBLIGACIÓN TRIBUTARIA
Holding: Donde se juzga un comportamiento consistente en formar parte de una organización que tenía como propósito a través de la creación de sociedades comerciales sin actividad real, facilitar la evasión de impuestos de múltiples sujetos, no recae sobre él la presunción de haber incumplido una obligación tributaria propia y por esa razón no procede en su caso la aplicación de la amnistía establecida por la ley 26.860.
Síntesis: Se resolvió declarar inadmisible el planteo de la defensa, incoado frente a la sentencia que dispuso rechazar el recurso de apelación que denegó la pretensión de la extinción de la acción penal y en consecuencia el sobreseimiento del imputado, respecto del delito de asociación ilícita. A tales efectos, la defensa interpuso recurso extraordinario federal que fue declarado inadmisible el 26/12/2022.
En el caso, el involucrado se acogió a los términos de la ley 26.860, denominada “Exteriorización Voluntaria de la Tenencia de Moneda Extranjera en el País y en el Exterior”, entendiendo que la intención de la norma era la de dictar una amnistía que comprendiera todos los delitos de índole económica, mediante la adquisición de diversos instrumentos financieros emitidos por el Estado Nacional entre los que se encontraba el Certificado de Depósito para la Inversión (CEDIN). La defensa sostuvo que el acusado adhirió a los términos de la ley de amnistía y voluntariamente declaró ante la AFIP la tenencia de moneda extranjera, posteriormente se presentó ante el juez instructor solicitando que se disponga su sobreseimiento con fundamento en la ley 26.860, sosteniendo que debería aplicarse la extinción de la acción penal por reparación integral prevista en el artículo 59 inc. 6 del CP respecto del delito previsto por el art. 15 inc. c) de la ley 24.769, y que, concretamente, la adhesión al régimen de la ley 26.860 constituye un supuesto de reparación integral del daño.

A su turno, la Cámara estimó que la resolución del a quo se encontraba ajustada a derecho. Puntualmente, se dejó dicho que la extinción de la acción se plantea de conformidad a las disposiciones contenidas en la ley 27.541, modificada por la ley 27.562, sustancialmente semejantes a la ley 26.880. Que en efecto, tales disposiciones aparecen como mecanismos recaudatorios y, más allá de la opinión que se tenga a su respecto, “...no se aplican a ilícitos que no tengan como ratio principal incumplimientos tributarios de los obligados o sus representantes ya que no ingresan en la teleología de esos regímenes”.

Por lo tanto, se señaló que en el caso, donde se juzga un comportamiento consistente en formar parte de una organización que tenía como propósito a través de la creación de sociedades comerciales sin actividad real, facilitar la evasión de impuestos de múltiples sujetos, no recae sobre él la presunción de haber incumplido una obligación tributaria propia y por esa razón no procede en su caso la aplicación de la amnistía establecida por la ley 26.860. Por lo demás, se señaló  que la exteriorización de moneda extranjera que realizó el causante no guarda vinculación alguna con la conducta que le es atribuida, todo lo que conlleva a considerar adecuadas las razones esgrimidas en el decisorio impugnado para rechazar el beneficio pretendido por la defensa.
· Cámara Federal de Casación Penal – Sala IV, “Jauregiuberry, Horacio Arturo s/ recurso de casación”, 24/10/2022. 
Tema: ANULA SOBRESEIMIENTO – APORTES OBRAS SOCIALES - HECHO ÚNICO – OBLIGACIONES DERIVADAS DEL RÉGIMEN DE OBRAS SOCIALES CANCELADAS CON ANTERIORIDAD A LA ENTRADA EN VIGENCIA DE LA MORATORIA – ÚNICA FORMA DE PERCIBIR BENEFICIOS DE LA LEY
Holding: El voto de la mayoría indicó que el análisis a partir del cual la Cámara de Apelaciones en lo Penal Económico deriva que corresponde dividir el tipo omisivo previsto en el artículo 7 del Régimen Penal Tributario como solución interpretativa a una aparente contradicción o inconsecuencia normativa, se encuentra desprovisto de una motivación adecuada; precisamente, se indicó, que no se acreditó ningún pago de las deudas correspondientes al Régimen Nacional de Obras Sociales, y que por tanto, el sobreseimiento dictado con sustento en la ley 27.541, carece de sustento.
Síntesis: Se resolvió, por mayoría, hacer lugar al recurso de casación interpuesto por el Fiscal General y por tanto anular el decisorio impugnado, que en lo pertinente había dispuesto sobreseer totalmente al imputado, en relación a la omisión de depósito de los aportes al Régimen de Seguridad Social retenidos.
En su oportunidad, el recurrente encarriló su presentación recursiva aduciendo que se realizó una errónea interpretación del título IV, Cap. 1 de la ley 27.541, relativo a la regularización de obligaciones tributarias de la Seguridad Social y Aduaneras, estimando que dicha normativa no resulta aplicable al caso, sobre la base que aquella excluye el acogimiento de deudas al Régimen Nacional de Obras Sociales, y en consecuencia los beneficios de la suspensión de la acción penal y de la eventual eximición persecutoria allí contenidos no pueden reconocerse al imputado. Concretamente calificó como “forzado artificio” la práctica de los tribunales previos de escindir cada uno de los acontecimientos imputados. 

En consecuencia, según los votos mayoritarios de la Cámara Federal de Casación Penal, del análisis de los artículos 8 y 10 de la ley 27.541 y sus mod., se concluye que si bien se excluye del régimen de regularización a las deudas por aportes retenidos con destino al Régimen Nacional de Obras Sociales, la propia ley contempla la cancelación de tales conceptos para acceder a los beneficios penales allí establecidos, concretamente, las obligaciones que hubieran sido canceladas con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley en cuestión, respecto de los aportes con destino al Régimen Nacional de Obras Sociales. 

Desde esa perspectiva, manifestó, no se encuentra suficientemente fundada la contradicción del legislador (invocada por el a quo) entre el tipo penal que incluye la omisión de ingreso de retenciones al Régimen Nacional de Obras Sociales y las condiciones requeridas para la procedencia de los beneficios del artículo 10 de la ley 27.541, en tanto la norma realiza un tratamiento particularizado respecto de los rubros que integran el Sistema Único de la Seguridad Social, que no se traduce en una “escisión conceptual” como lo planteó el tribunal previo, sino que obedecería a los diferentes marcos regulatorios de aquellos subsistemas. 

En síntesis, el voto de la mayoría indicó que el análisis a partir del cual la Cámara de Apelaciones en lo Penal Económico deriva que corresponde dividir el tipo omisivo previsto en el artículo 7 del Régimen Penal Tributario como solución interpretativa a una aparente contradicción o inconsecuencia normativa, se encuentra desprovisto de una motivación adecuada; precisamente, se indicó, que no se acreditó ningún pago de las deudas correspondientes al Régimen Nacional de Obras Sociales, y que por tanto, el sobreseimiento dictado con sustento en la ley 27.541, carece de sustento.
· Cámara Federal de Casación Penal -Sala IV, “CEUPESA S.A. y otros s/recurso de casación”, 16/03/2023. 
Tema: RECHAZA RECURSO MPF- APROPIACIÓN INDEBIDA DE LOS RECURSOS DE LA SEGURIDAD SOCIAL- SUSPENSIÓN DE LA ACCIÓN LEY 27.541- TRATAMIENTO PARTICULARIZADO DE LOS SUBSISTEMAS DE LA SEGURIDAD SOCIAL- DISIDENCIA BORINSKY.
Holding: Asumir que el parlamento sólo quiso proponer la regularización en los supuestos en que exclusivamente se encuentran pendientes de pago las obligaciones del Régimen Nacional de la Seguridad Social, importaría darle al marco normativo analizado un alcance extremadamente limitado respecto del universo de casos que, de ordinario, se verifican y, en consecuencia, un efecto insustancial en su faz práctica. 
Síntesis: La CFCP rechaza el recurso impetrado por el MPF ante la suspensión de la acción en orden a la comisión del delito de apropiación indebida de los recursos de la seguridad social.
En tal tenor, por voto de la mayoría se confirma la tesitura de la CNAPEN, en cuanto a que respecto a las previsiones de la Ley 27.541 y sus modificatorias " [...] se aprecia que no ha sido intención del legislador asumir una posición restrictiva que importe la imposibilidad de regularizar las obligaciones de del Régimen Nacional de la Seguridad Social si se registran impagas las obligaciones vinculadas con el Régimen Nacional de las Obras Sociales pues ha propendido a que dichas instituciones adopten similar tesitura. [...]En esa dirección, como se indica en la decisión impugnada, al único y exclusivo efecto de la regularización de las obligaciones de los recursos de la seguridad social, se advierte posible la distinción efectuada con relación a aquellas vinculadas con el Régimen Nacional de las Obras Sociales. [...] Es por eso que asumir que el parlamento sólo quiso proponer la regularización en los supuestos en que exclusivamente se encuentran pendientes de pago las obligaciones del Régimen Nacional de la Seguridad Social, importaría darle al marco normativo analizado un alcance extremadamente limitado respecto del universo de casos que, de ordinario, se verifican y, en consecuencia, un efecto insustancial en su faz

práctica" (Voto Carbajo). Por su parte, en disidencia, el Dr. Borinsky indicó: "[...] el análisis a partir del cual la cámara de apelaciones deriva que corresponde dividir el tipo omisivo previsto por el art. 9 de la ley 24.769 (texto segun ́ ley 26.735) como solución interpretativa a una aparente contradicción o inconsecuencia normativa, se encuentra desprovisto (en el caso bajo examen) de una motivación adecuada (cfr. en lo pertinente y aplicable, voto del suscripto en la causa de esta Sala IV de la C.F.C.P., CPE 1114/2018/10/CFC1, caratulada “Jaureguiberry, Horacio Arturo s/ recurso de casación”, Reg. nro. 1439/22, rta. el 24/10/2022)".
Ortiz Dendarys.
